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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL NUM. REGISTRO: 625/91

TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL SALA PRIMERA

ASUNTO: Recurso de amparo pro-

Excmos. Sres.: movido por don Antonio Mourifio
Tomds y Valiente Vifias.
Garcia-Mon y Gonzdlez Regueral 5
de la Vega Benayas SOBRE: Contra Auto de 17 de fé—
Lopez Guerra brero de 1991 de la Secciéngég
Gimeno Sendra de la Audiencia Provincialgée

Bilbao, dictado en el rollo{ﬁe
apelacién 20/90. |

|

|
|

!
En la pieza separada de suspensién, la Salay ha
acordado dictar el sigquiente

AUTO

I
ANTECEDENTES

1. Por escrito que tiene entrada en este Tribunal
el 20 de Marzo de 1991 , el Procurador de los Tribunales don
José Luis Martin Jaureguibeitia interpone, en nombre y repre-
sentacién de don Antonio Mourifio Vifias, recurso de amparo con
tra Auto de 17 de febrero de 1991 de la Seccién 22 de la Au
diencia Provincial de Bilbao en el rollo de apelacién ndm.
20/90.
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2. La demanda de amparo se basa, en sintesis, en

los siguientes hechos:

a) Por Auto de 15 de junio de 1989, el Juzgado de
Instruccién nam. 5 de Bilbao, dictado en las Diligencias inde-
terminadas nGm. 76/89, acordé la intervencién del teléfono de
Maria Luisa Prado Ugartemendia. La intervencién decretada fue

posteriormente prorrogada en Auto de 14 de julio de 1989.

b) El1 hoy recurrente de amparo, como uno de los
usuarios del teléfono intervenido, solicité del Juzgado la nu-
lidad de la intervencién decretada, por entender que dichas re-
soluciones vulneraban el art. 18.3 y 24.1 de la CE. Por Auto
de 6 de julio de 1990, luego confirmado en Auto de 17 de agos-

to, el Juzgado denegdé la nulidad interesada.

c) Formulado recurso de apelacién ante la Seccién
22 de la Audiencia Provincial de Bilbao (rollo ndim. 20/90), fue
desestimado en Auto de 17 de febrero de 1991, confirmatorio de
los impugnados.

3. La representacién del recurrente considera que
las resoluciones impugnadas vulneran los derechos al secreto de
las comunicaciones telefénicas (art. 18.3 CE) y a no sufrir
indefensién (art. 24.1 CE).
refiere al secreto de las comunicaciones, alega que en el Auto

En primer término, por lo que se

de 15 de junio de 1989, que acordé intervenir el teléfono, en
ningin caso se suspendié el derecho fundamental del hoy recu-
rrente de amparo, ya que €l no aparece mencionado en dicha re-
solucién, a pesar de ser la persona que usaba dicho teléfono.
Al no haberse indicado el nombre del recurrente en el Auto hay
que concluir que no existia autorizacién judicial alguna para
suspender su derecho fundamental al secreto de las comunicacio-
nes. En este sentido, no es posible compartir el criterio man
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TRIBUNAL tenido por la Audiencia Provincial de que el objeto de la in-
CONSTITUCIONAL
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tervencién es el aparato de teléfono mismo y que las comunica-

ciones que se limitan son aquellas que tienen como origen o
como destino el aparato intervenido, pues ello supone una con-
fusién entre objeto y sujeto, cuando el derecho fundamental ha
de ser suspendido a determinada persona. En otro orden de co-
sas, aduce que el hecho de que en el Auto de prérroga de la iﬁ—
tervencién, de fecha 14 de julio de 1989, aparezca ya especi%ﬁ—
cado el nombre del hoy recurrente nada significa al respecto,

pues la prérroga sélo podria realizarse de la intervencién 4
tes acordada y, si se queria suspender del derecho al hoy re;u—
rrente, debia haberse hecho en un Auto especifico de intervén—
cién, no en el Auto de prérroga. i

En segundo lugar, en cuanto a la violacién del |de-
recho a la no indefensién (art. 24.1 CE), en la demanda se éle—
ga que, al haberse acordado la intervencién telefénica dentro
de unas diligencias indeterminadas, se ha impedido la interven-
cién en dicho proceéo del Ministerio Fiscal, con lo que el| hoy
recurrente se vio privado de su auxilio ya que una de sus|mi-
siones consiste en velar por los derechos fundamentales (fart.
3.3 del Estatuto Orgénico del Ministerio Fiscal). Asimismoj, la
actuacién judicial, al desarrollarse fuera de los limitesj del

proceso penal, ha privado al hoy recurrente de determinadasiga—
rantias que establece la ley. Asi, se han mantenido unas dili-
gencias indeterminadas abiertas durante casi dos meses, sin que
el hoy recurrente tuviera conocimiento alguno de su existencia,
por lo que de hecho han sido secretas sin que haya sido decre-
tado el secreto. De otra parte, los Autos ahora impugnados ca-
recen de una minima fundamentacién o motivacién, lo que también
“ha generado indefensién al hoy recurrente. En concreto, en los

<
% Autos no se indican algunos datos fundamentales, como son: a)
4 Clase de delito que se trata de esclarecer y cudles son las
% razones y sospechas que tiene el Juzgado para considerar que el
% hoy recurrente pueda estar implicado en el delito que se inves-.
&

tiga; y b) Razones que han aconsejado al Juez suspender el de-

recho al secreto de las comunicaciones.




Y

00391202

—4-

TRIBUNAL En atencién a lo expuesto, solicita de este Tribu-

CONSTITUCIONAL | nal que otorgue el amparo, declare la nulidad de los Autos im-

pugnados, y prive de cualquier efecto probatorio a cuantas ac-
tuaciones se deriven directamente de las resoluciones. Por
"otrosi" pide la suspensién "del procedimiento penal, sumario
2589, del Juzgado de Instruccién nim. 3 de Bilbao, hasta la re-
solucién del presente recurso".

4. Admitido el recurso a trémite, la Seccién Segu&—
da de la Sala Primera de este Tribunal, por providencia de 21
de febrero de 1992, acuerda formar la presente pieza separada
Y, a tenor de lo dispuesto en el art. 56 de la Ley Orgénica d%l
Tribunal Constitucional (LOTC), conceder un plazo de tres diés
al Ministerio Fiscal y al solicitante del amparo para que, dep-
tro de dicho término, formulen las alegaciones que estimen peg-

tinente sobre la suspensién solicitada.

5. En su escrito de alegaciones, presentado el 2 de
marzo de 1992, el Ministerio Fiscal afirma que la pretensién e
amparo se dirige contra los Autos de 15 de junio y 14 de juljio
de 1989 del Juzgado de Instruccién naGm. 5 de Bilbao por 1lbs
que, respectivamente, se autorizé y se prorrogé en las diligén—
cias indeterminadas nam. 76/89 la intervencién durante un mes
del teléfono de dicha ciudad ndm. 4161875, asi como contra los

posteriores Autos confirmatorios de los anteriores. En conse-
cuencia, de otorgarse el amparo, corresponderia decretar la nu-
lidad de los autos por los que se autorizé la intervencién te-
lefénica y, como el resultado de esta intervencién pudiera pre-
sentarse en el acto del Jjuicio oral como prueba de cargo

<
; preconstituida, por no ser posible su reproduccién en dicho
2 acto, es claro que de proseguir la tramitacién del proceso y
£ celebrarse el juicio oral en el que se aportaran como pruebas
é las escuchas telefénicas pudiera comportar la pérdida de la fi-
P

nalidad perseguida con el recurso de amparo. Pero este resulta
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TRIBUNAL do estaria condicionado, en primer lugar, a que las escuchas
CONSTITUCIONAL

fueren propuestas como tal prueba y que la Sala la admitiera y

se fundara en ellas para decidir la cuestién; y, en segundo lu-
gar, a que la Sentencia fuese condenatoria sin haber tenido en
cuenta y valorado otras pruebas licitamente practicadas.

La prosecucién del proceso penal, pues, no supone
un perjuicio irreparable para el recurrente, porque la denun-.
ciada vulneracién del derecho a las comunicaciones (art. 18.3
CE) ces6 al concluir el plazo por el que se acordé la interven-
cién telefénica. La suspensioén tampoco haria perder al amp ro
su finalidad en cuanto a la presunta vulneracién del derech% a
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) por haberse adoptgdo
la intervencién al margen de un proceso penal en diligencﬂas
preprocesales. En cambio, como reiteradamente ha declarido
este Tribunal, existe un interés general en mantener la efiéa—
cia de las resoluciones judiciales (y, cabria afiadir, la | no
suspensién de los procesos), que se superpone al interés papyti-
cular del recurrente.

Por lo expuesto, el Fiscal estima que procede dic-
tar Auto por el que se deniegue la suspensién solicitada por el
recurrente don Antonio Mourifio Vifias.

6. La representacién del recurrente, en escrito
presentado el 4 de marzo de 1992, alega que, de estimarse el

recurso de amparo, puede producirse la nulidad de cuantas dili-
gencias de pruebas derivan directamente de aquellas resolucio-
nes dictadas vulnerando derechos fundamentales y, en consecuen-
cia, afectar a todo lo actuado en el sumario y provocar que

; deba dictarse una Sentencia absolutoria. Al respecto pone de
: manifiesto, como antecedentes necesarios, los siguientes
% hechos: a) El hoy recurrente estuvo en prisién provisional
3 desde el dia 10 de agosto de 1989 hasta el 22 de julio de 1991,

fecha en la que salidé en libertad bajo fianza de 200.000 ptas.




31

00391200

6

TRIBUNAL b) A partir del 20 de noviembre de 1991 tuvieron lugar las
CONSTITUCIONAL

e

sesiones del juicio oral, dictandose Sentencia condenatoria por

la Seccién Primera de la Audiencia Provincial de Bilbao el dia
9 de diciembre de 1991; c¢) Contra la citada Sentencia se
‘interpuso recurso de casacién ante el Tribunal Supremo (recurso
nam. 26/92); d) Con fecha 2 de enero de 1992 se acordé el
ingreso en prisién, con cardcter provisional, de todos los
condenados mientras se tramitan los recursos de casacién.

En atencién a lo expuesto, considera necesario que
se suspenda el proceso penal hasta que se resuelva el presente
recurso, acordadndose la libertad provisional del recurrente
mientras el proceso permanece suspenso.

II
FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El articulo 56.1 de la LOTC establece que| la
Sala que conozca de un recurso de amparo suspenderd, de ofifkio
o a instancia de parte, la ejecucién del acto de los poderes
piblicos por razén del cual se reclame el amparo constitudio-
nal, cuando de su ejecucién pudiera resultar una situaqién

irreversible que si prosperara la queja deducida, haria impdsi-
ble el restablecimiento de los derechos fundamentales en dhya
lesién se basa la pretensién formulada.

2. En el caso que nos ocupa, el recurso de amparo
se dirige, tal como se hace constar expresamente en el escrito
de demanda, contra los Autos dictados por el Juzgado de Ins-

~
=z
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=
=]

truccién naim. 5 de Bilbao, los dias 15 de junio y 14 de julio,
en las Diligencias indeterminadas ndm. 76/89, que decretaron y
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TRIBUNAL confirmaron, respectivamente, la intervencién de un teléfono

CONSTITUCIONAL

del que era usuario el hoy recurrente, y contra el Auto de 17

de febrero de 1991 de la Seccién Sequnda de la Audiencia
Provincial de Bilbao, confirmatorio de 1los anteriores. La
peticién de suspensién se refiere, en cambio, a la totalidad
del procedimiento penal -sumario nim. 2539 del Juzgado de Ins-
truccién nim. 3 de Bilbao- seguido contra el hoy recurrente y
otros, por la posibilidad de que, de estimarse el presente re-
curso de amparo, pueda decretarse la nulidad de cuantas diﬁﬁ—
gencias de pruebas derivan directamente de las resoluciosés
ahora recurridas. En este sentido, ademéds, en el escritogde
alegaciones el recurrente afirma, sin concrecién alguna, que|en

la causa penal citada la Audiencia Provincial de Bilbao ha
tado, en fecha 9 de diciembre de 1991, Sentencia condenatorié y
que contra dicha Sentencia ha sido formulado recurso de ceka—
cién ante el Tribunal Supremo (recuso nGm. 26/92). |

3. De lo anterior se deduce, pues, que la suspen-
sién que se pide , aunque instada respecto de determinadas|re-
soluciones, en realidad se refiere a la totalidad de un prokeso
penal que, ademds, se encuentra pendiente de casacién ante el
Tribunal Supremo, por lo que no procede decretar la suspengién.
Al respecto, la prosecucién del proceso penal no supone un |[per-

juicio irreparable para el recurrente, puesto que, de una [par-
te, como razona el Ministerio Fiscal en su escrito de alng@io—
nes,'la presunta vulneracién del derecho consagrado en el art.
18.3 CE cesé al concluir el plazo por el que se acordé la in-
tervencién telefénica, y, de otra parte, no es posible anali-
zar en el incidente de suspensién la cuestién relativa a la va-
lidez o invalidez de las pruebas derivadas, en su caso, de la
intervencién telefdénica decretada, mé&xime cuando respecto de
dicha cuestién aln se encuentra abierta la via judicial ordina-

UNE A-4

ria.

Por lo expuesto, la Sala acuerda denegar la suspen
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8ién solicitada por el Procurador de los Tribunales don José
Luis Martin Jaureguibeitia, en nombre y representacién de don

Antonio Mourifio Vifias.

Madrid, a dieciseis de marzo de mil novecientos no-

venta y dos.




